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REF.: DISCIPLINARIO CONTRA DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, JUEZ SEGUNDA CIVIL MUNICIPAL DE  SANTANDER DE QUILICHAO – CAUCA.

VISTOS
Procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia emitida el día 13 de enero de 2012, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Cauca
, impuso sanción de SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo por el término de doce (12) meses e inhabilidad especial por el mismo lapso, a la doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, en su calidad de Juez Segunda  Civil Municipal de Santander de Quilichao – Cauca, por transgredir el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 86 de la Constitución Política, y 6.1 y 8 del Decreto 2591 de 1991, que constituye falta disciplinaria de conformidad a lo previsto en el artículo 196 de la Ley 734 de 2002.

LA QUEJA

Por oficio D.P. 01091 de fecha 9 de diciembre de 2009, el Procurador General de la Nación, Dr. Alejandro Ordóñez, alertó sobre las irregularidades presentadas en diversas acciones de tutela tramitadas en contra del Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecom (PAR). 

Afirmó que el 4 de diciembre de 2009, la apoderada General del PAR, radicó solicitud de agencia especial dentro de las acciones de tutela instauradas por ex empleados de TELECOM, donde se destacan tres temas coyunturales: Fuero Sindical, Retén Social y Plan de Pensión Anticipada, que a través de la acción de tutela, han pretendido revivir un debate procesal, cuando con anterioridad mediante procedimientos ordinarios y en algunos casos constitucionales, ya se habían proferido decisiones que hacían tránsito a cosa juzgada.

Advirtió que las decisiones objeto de la presente solicitud, desconocen que la acción de tutela procede únicamente en el evento que no exista otro mecanismo de defensa judicial, salvo cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, a sabiendas que existen las acciones ordinarias ante la jurisdicción laboral, para solicitar el reconocimiento de las posibles acreencias laborales y protección de los derechos conculcados, y que dentro de los fallos proferidos por los jueces de tutela en el referido caso de TELECOM, se evidencia entre otras cosas las siguientes irregularidades: 

· La improcedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de los supuestos derechos conculcados (art. 86 C. P., Decreto 2591 de 1991).

· La ausencia de un perjuicio irremediable, toda vez que en la totalidad de los casos fueron canceladas las indemnizaciones respectivas y las acreencias laborales a que tenían derecho los trabajadores retirados (art. 6 del Dcto. 2591/91).

· Falta de inmediatez, entre la fecha en que se concretaron los hechos que supuestamente generan la vulneración de derechos fundamentales y la fecha en que las personas acuden mediante acción de tutela a buscar su protección (Sentencia T/1062/07).

· No aplicación de las normas de procedimiento civil, en lo atinente al embargo y posterior orden de pago de las sumas reconocidas, toda vez que no se corrió traslado de la liquidación del crédito a la entidad demandada.

En conclusión, era evidente que: (i) la acción de tutela era extemporánea, por cuanto los peticionarios laboraron para la entidad “TELECOM” hasta el 31 de enero de 2006, es decir, dejaron pasar más de dos años para acudir al juez constitucional;(ii) tomando en consideración las cuantiosas indemnizaciones que recibieron, difícilmente se puede afirmar que su derecho al mínimo vital se encontraba vulnerado; (iii) una vez desvinculados de la empresa, los ex - trabajadores contaron con la facultad de acudir ante la justicia laboral ordinaria, en sede de acción de reintegro por fuero sindical o procedimiento ordinario para el reconocimiento de pensión de vejez, lo cual tampoco hicieron; y (iv) no se aportaron pruebas en el sentido de demostrar que la otra vía era insuficiente para lograr la protección de los derechos alegados.

Es decir, no se encontraban presentes los supuestos de hecho y de derecho que justificaran la declaratoria de un amparo transitorio.

Dijo por último el informante, que con los fallos de los jueces, se ha causado un perjuicio irremediable e inminente para el patrimonio público, en la medida que dichas condenas, han obedecido a la voluntad subjetiva de quienes han desempeñado la administración de justicia, cuando a lo largo de los procesos fueron advertidos por los apoderados de la entidad demandada, sin que estos pedimentos hayan encontrado eco en los juzgados, al ser resueltos desfavorablemente.

Por lo anterior, se estaba ante un caso de ejercicio abusivo de la acción de tutela, con serias implicaciones disciplinarias y penales para el caso, de los servidores públicos involucrados en los hechos.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Con fundamento en la anterior noticia disciplinaria, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca - Sala de Descongestión, en providencia de mayo 24 de 2010, ordenó la APERTURA DE INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA en contra  de la titular del Juzgado Segundo Civil Municipal de Santander de Quilichao –Cauca, Dra. DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, por hechos relacionados por las presuntas irregularidades en las que pudo  incurrir, al fallar la acción de tutela impetrada por el señor José María Larrarte Sandoval, radicada con el número 2009-00489
. 

2. En versión escrita la disciplinable DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, sobre el trámite dado a la acción de tutela impetrada por el señor José María Larrarte Sandoval, dijo que una vez admitida y descorrido el traslado a la parte accionada, se emitió el fallo que en derecho correspondió el 5 noviembre de 2009, tutelando al actor sus derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad material, al trabajo, estabilidad laboral reforzada y dignidad, consagradas en los arts. 13, 25 y 53 de la Carta Política, ordenando al Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecom, incluirlo en la nómina como Prepensionado en el retén social, hasta que cumpliera el tiempo necesario para adquirir el derecho de pensión de jubilación, y así mismo ordenó, pagar los salarios, prestaciones sociales y convencionales a que tuviere derecho, además los aportes a la Seguridad Social dejados de percibir a partir del 1º de febrero del año 2006.

Lo anterior, con fundamento en los presupuestos fácticos acreditados y motivaciones de derecho que quedaron sentados en la sentencia, esto es, que el accionante al 31 de enero de 2006 tenía 47 años, 10 meses, 24 días, con un tiempo de servicio de 18 años, 1 mes y 16 días, luego, estaba en el grupo especial de protección constitucional por ser una persona próxima a pensionarse (retén social previsto en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002).

Sostuvo que en el proceso de liquidación de TELECOM se le vulneraron los derechos fundamentales al accionante, al no tenerse en cuenta que hacía parte del grupo de retén social, y que el término de 3 años debía contarse no a partir de la promulgación de la Ley 790 de 2002, sino a desde cuando culminó el proceso de liquidación, esto es, el 31 de enero de 2006.

Por lo demás, su actuar estuvo amparado en el principio de autonomía  previsto en el artículo 230 de la Constitución Política; además debía tenerse en cuenta que frente al tema de reestructuración y liquidación de entidades estatales, existían múltiples interpretaciones por parte de los operadores judiciales
.

3. A través de providencia de fecha 9 de septiembre del año 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, Sala de Descongestión, profirió PLIEGO DE CARGOS a la doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, en condición de Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao – Cauca, por presuntamente haber trasgredido el deber previsto en el art. 153.1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los arts. 34.1 y 35.1 de la Ley 734 de 2002, y los arts. 1.6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, y la Jurisprudencia Constitucional, calificando la falta como grave a titulo de culpa gravísima
.

4. Pero, ante el fenecimiento de la Sala de Descongestión del Seccional Cundinamarca, el expediente fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Cauca, quien luego de avocar su conocimiento, a través de proveído de fecha 18 de mayo de 2011, con fundamento en lo previsto en el inciso final del artículo 165 de la Ley 734 de 2002, procedió a VARIAR PARCIALMENTE LOS CARGOS, concretándolos en la infracción a los deberes previstos en los numerales 1 y 2 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 86 de la Constitución Política, 6.1, y 8 del Decreto 2591 de 1991, que constituye falta disciplinaria al tenor de los establecido en el art. 196 de la Ley 734 de 2002, falta calificada como grave en la modalidad dolosa.

La imputación fáctica que sustenta los anteriores cargos fue la siguiente:

“… debe tenerse de presente que es objeto de análisis fundamentalmente la providencia de tutela del 05 de noviembre de 2009 proferida por la Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao, Cauca, dentro del radicado con el No. 2009-00489, cuya copia fue allegada a estas diligencias. (…)

Debe anotarse que estas decisiones en relación al límite de la protección del reten social en TELECOM tiene entre otros antecedentes las sentencia T-646 de 2006, T-602 de 2005, t-626 de 2005, SU-389 de 2005, T-570 de 2006 y T-486 de 2006.

Así las cosas, es evidente que el señor JOSÉ MARÍA LARRARTE SANDOVAL se encontraba en la misma situación a que se refiere la sentencia T-645 de 2009 y sus precedentes y al que no le era aplicable lo indicado en la sentencia T-1238 de 2008 que consideró una situación disímil toda vez que se trataba de una entidad diferente (ESE Luis Carlos Galán Sarmiento) que tiene unas particularidades que no son las mismas de TELECOM, pues tuvo una regulación legal distinta y además en esos casos analizados en la T-1238 de 2008 se cumplieron con los requisitos del perjuicio irremediable, entro otros el de la inmediatez.

Por ende, lo que se hace ostensible es que si el señor JOSÉ MARÍA LARRARTE SANDOVAL es desvinculado desde enero del año 2006 e interpone la acción de tutela en el año 2009, cuando habían transcurrido más de tres años desde su desvinculación del cargo y de la extinción de la empresa, no se cumple con el presupuesto de la inmediatez (…)

Así las cosas, si la falta disciplinaria que se atribuye a la funcionaria es la presunta violación del deber previsto en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, o sea… por tratarse de un tipo abierto, se hace imprescindible que en el auto de cargos se indiquen las normas constitucionales y legales vulneradas, advirtiéndose la omisión en el auto de cargos de este proceso, de la indicación del artículo 86 de la Constitución Nacional como norma principal supuestamente vulnerada, de la cual se desprenden los requisitos de inmediatez y de la procedencia de la tutela como mecanismo subsidiario para evitar un perjuicio irremediable… en consonancia con este artículo, ahí si aparecen los artículos 6 numeral 1 y 8 del Decreto 2591 de 1991, citados en el auto de cargos.  (…)

En un primer aspecto podemos mencionar el del principio de inmediatez y del perjuicio irremediable como presupuestos para la procedencia de la acción de tutela, los cuales fueron omitidos, pues no existe motivación alguna al respecto, pese a que en todos los casos, aun en los que aparentemente la Corte Constitucional decidió en forma diversa a lo indicado en la sentencia T-645 de 2009, se aprecia el cumplimiento de los requisitos de la procedencia de la tutela para evitar un perjuicio irremediable, entre ellos la inmediatez.

Por otra parte, y frente a situaciones en discusión por parte de la entidad demandada, entre otros, el hecho de tratarse de derechos en discusión, por tratarse de una entidad que ya no existía jurídicamente desde el 31 de enero de 2006, lo que genera una reflexión, en el sentido de que si la entidad ya no existe, y no hay trabajo, ¿era posible el reintegro a esa entidad de un trabajador y/o generarse salarios y prestaciones sociales sin haber trabajado desde el 1 de febrero de 2006?. … Igualmente nada se dijo frente al hecho de que el accionante ya había sido indemnizado, lo que como ya se vio, hacía difícil la violación del derecho al mínimo vital, como la Corte Constitucional lo ha expuesto, y que no pueden concurrir indemnización con pago de salarios desde la desvinculación, por o cual debían realizarse las previsiones al respecto. … había que tener en cuenta que la tutela no procede frente a derechos que no han sido reconocidos y que son discutibles ante los jueces…

Finalmente debe señalarse… que si la funcionaria conocía normas constitucionales y legales, conocía de la existencia de los requisitos para la procedencia de la tutela para evitar un perjuicio irremediable y el de inmediatez, los cuales han sido objeto de análisis recurrente desde los inicios del funcionamiento de la Corte Constitucional, cuyo estudio y observación era ineludible para la concesión de la tutela, pero fue omitido por completo, así como la argumentación respecto de apartarse de los precedentes judiciales del caso como otros aspectos antes indicados, esto es indicativo de DOLO y no de culpa, porque la funcionaria conoce las normas aplicables, los procedentes del caso y los requisitos de procedencia de la tutela y los omite, los pasó por alto sin análisis de ningún tipo o es insuficiente, como ya se analizó, sin justificación alguna…

La calificación de la falta como GRAVE, se mantiene, pero advirtiendo conforme a los criterios del at. 43 del C.D.U. que ello se debe al haber accedido a conceder la tutela ordenando pagos de salarios y prestaciones sociales, frente a derechos en discusión, que debían ser llevados a los jueces ordinarios…

Debe indicarse también que la comentada decisión, no se encuentra amparada por el principio de independencia y autonomía judicial, por tratarse de una decisión, sin fundamento razonable, apartada de los precedentes judiciales de la Corte Constitucional y contraria a normas constitucionales y legales”

5. La providencia por la cual se formuló cargos, y la de variación, fueron notificadas a la disciplinada
, quien a través de apoderado los descorrió, solicitando el archivo de las diligencias.

En síntesis de los extensos escritos allegados por el apoderado de la inculpada, los argumentos defensivos se circunscribieron a que la inculpada tenía el deber de proteger los derechos vulnerados por TELECOM al accionante, ello atendiendo el principio Pro Homine, el cual debe servir de fundamento en las decisiones de los operadores judiciales.

Que su prohijada actuó de buena fe exenta de culpa, y fue por ello que al encontrar bajo su leal y entender la existencia de un perjuicio irremediable y la no existencia de un medio eficaz para contrarrestarlo,  decidió proteger los derechos al accionante, estando facultada constitucionalmente para ordenar el pago de acreencias laborales, sin que tampoco existiera para la época en que se dictó el fallo de tutela cuestionado, unificación jurisprudencial sobre el principio de inmediatez.

Afirmó que el accionante se encontraba en una situación especial, pues la “empresa en liquidación (PAR) estaba a mes y medio de terminar el objeto para el cual fue creada”, luego, era menester dar protección ante una debilidad manifiesta de una persona próxima a pensionarse (retén social), y por ello, precisamente, la disciplinable actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria, lo cual se constituía como una causal de exclusión de responsabilidad.

También indicó que no estaba demostrado que el actuar de la inculpada haya confluido en un daño cierto y antijurídico, máxime que con la decisión cuestionada no se buscó la vulneración del patrimonio público, ni deshonrar los principios de la función pública.

6. Descorrido los cargos, sin que hubiere existido solicitud de pruebas por parte de la inculpada, mediante providencia adiada 22 de junio de 2011 se decretó de oficio obtener fotocopia del dossier que contiene la acción de tutela que originó estas diligencias, y una vez recibida, por auto adiado 2 de septiembre de 2011, se corrió traslado para alegar de conclusión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 169 de la Ley 734 de 2002, modificado por el art. 55 de la Ley 1474 de 2011
.

7.  En los alegatos de conclusión el nuevo defensor de confianza -el anterior sustituyó el poder-, ​en un extenso escrito (122 folios), citó in extenso apartes del pliego de cargos, del fallo dictado por su prohijada que es objeto de reproche disciplinario, y repitió los argumentos planteados en los descargos, sostuvo que la responsabilidad objetiva estaba proscrita en el derecho disciplinario, e insistió en temas como el de la autonomía judicial, el principio de inmediatez y el retén social, para finalmente deprecar nuevamente el archivo de las diligencias con fundamento en el artículo 73 de la Ley 734 de 2002
.

8. Por su parte, la Dra. Emma Vernaza Niño, en calidad de Procuradora 153 Judicial Penal II, emitió concepto en el proceso de la referencia, solicitando se absolviera de los cargos a la inculpada, pues en su sentir el fallo de tutela que profirió no se constituyó en un desbordamiento abrupto de sus competencias legales, pues existe facultad excepcional para que los jueces de tutela profieran decisiones que son objeto de otros mecanismos judiciales de defensa, a fin de evitar un perjuicio irremediable.

Además, el tiempo transcurrido entre el momento en que se vulneraron los derechos fundamentales al accionante y la interposición de la acción, debía sopesarse teniendo en cuenta la calidad de sujeto de especial protección a la estabilidad laboral reforzada, máxime que la propia Corte Constitucional ha determinado el alcance del principio de inmediatez, indicando que en los casos en los cuales existe una violación continua y actual, es aceptable que haya transcurrido un lapso mayor sin que se haya hecho uso de la acción de tutela, lo cual faculta al juez para determinar cuándo se ha interpuesto de manera razonable.

Finalmente indicó, que de todas maneras en el presente caso no existió falta disciplinaria, pues el poder disciplinario no comprende el análisis de legalidad de las providencias, y menos aún la recta o equivocada interpretación de los preceptos aplicables, además, no se denotaba en el presente caso un proceder mal intencionado o culposo de la disciplinable, sino un estudio juicioso y acompasado con criterios jurisprudenciales
.

LA SENTENCIA APELADA

El 13 de enero de 2012, la Sala de primera instancia profirió sentencia disciplinaria en contra de la Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao - Cauca, doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, al encontrarla responsable por la incursión en la infracción al deber previsto en el artículo 153 numerales 1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 86 de la Constitución Política, y 6.1 y 8 del Decreto 2591 de 1991, que constituye falta disciplinaria de conformidad a lo previsto en el artículo 196 de la Ley 734 del 2002, y por lo tanto le impuso sanción de suspensión en el ejercicio del cargo por el término de 12 meses e inhabilidad especial por el mismo lapso.

La Sala a quo, luego de hacer un análisis de la actuación procesal, de la competencia por vía disciplinaria para examinar las providencias judiciales  y del acervo probatorio, sostuvo que la funcionaria encartada era responsable de los cargos imputados, pues tenía la capacidad de comprender la ilicitud de su comportamiento y de auto determinarse de acuerdo con esa comprensión, puesto que siendo una funcionaria judicial con experiencia, con toda la posibilidad de conocer sus deberes en la aplicación de las normas y toma de decisiones judiciales, no tenía ninguna excusa para desatender la aplicación de las normas constitucionales (art. 86) y legales (art. 6 numeral 1 y art. 8 del Decreto 2591 de 1991) que de forma imperativa indicaban la improcedencia de la tutela que falló de fondo, accediendo a las pretensiones del actor.

Sostuvo el a quo, que la funcionaria judicial en las circunstancias en que desempeñaba su labor para la época de los hechos, no se encontraba en ninguna causal que justificara el haberse apartado de las normas antes indicadas, esto es, frente al cumplimiento del deber funcional señalado, afectando los fines estatales, en particular de la administración de justicia, con lo cual se afectó de manera sustancial el deber funcional, pudiendo haber actuado de otro modo en las circunstancias en que ocurrieron los hechos, luego, existiendo certeza de la responsabilidad de la disciplinable, se debía imponer la correspondiente sanción disciplinaria, apartándose la Sala de los planteamientos de la señora representante del Ministerio Público. 

En cuanto a lo planteado por la defensa, se dijo que aquí no se podía hablar de error o de un tema de interpretación de la ley, porque las normas eran claras y la funcionaria contaba con el apoyo de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que inexplicablemente desconoció, siendo evidente de acuerdo al análisis, el incumplimiento de los requisitos de inmediatez y del perjuicio irremediable para la procedencia de la tutela como mecanismo transitorio, a demás de que se denota la voluntad de apartarse de las normas al no tener en cuenta para la nada los planteamientos de la entidad accionada. 

También la Sala a quo para fundamentar el fallo, citó jurisprudencia constitucional referida al abuso de la acción de tutela para abordar asuntos que se consideran propios de la jurisdicción ordinaria, precisando que el hecho de que el PAR estuviera cerca de su finalización por el cumplimiento de la labor para el cual fue creado, no era fundamento para haberse abordado el estudio de fondo de la acción de tutela propuesta, pues si de protección de derechos se trataba, se exigía que el afectado hubiese acudido oportunamente a reclamarlos, los cuales precisamente  por su desidia, al no acudir prontamente ante las instancias judiciales podían perderse, o no poderse reclamar por lo tardío de su proceder, que fue lo que ocurrió en el caso en estudio, lo que de ninguna manera validaba a los jueces constitucionales a reconocer derechos laborales de esa forma, cuando ya por el paso del tiempo no había lugar a su reconocimiento, además de no haberse hecho en uso de las acciones ordinarias, por lo que la tutela ya no podía llenar esa falla del actor, como así lo ha determinado la Corte Constitucional.

Frente al requisito de inmediatez, dijo el a quo, era ostensible que de acuerdo a lo consignado en la demanda de tutela el señor José María Larrarte Sandoval estuvo vinculado a Telecom hasta el 31 de enero de 2006,  precisamente porque fue esa la fecha hasta la cual tuvo existencia jurídica Telecom, y que la demanda de tutela fue interpuesta el 21 de octubre de 2009, o sea después de 3 años y 9 meses después de la desvinculación, haciéndose ostensible la demora en la interposición de la tutela.

El  a quo además, a fin de soportar su decisión, citó apartes de la sentencia emitida por esta Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura de fecha 9 de febrero de 2011, radicado 2007-00429-01
, en la cual se trató el tema de la autonomía judicial y de la responsabilidad disciplinaria, para finalizar indicando que una cosa era la interpretación de la ley y otra muy distinta era alejarse de su aplicación de manera evidente; e igualmente se citó varias sentencias emitidas por la Corte Constitucional, dictadas con anterioridad al fallo reprochado a la disciplinable, en  las cuales se tocaron temas similares, en las que se estableció que el retén social – no era ilimitado en el tiempo, y que por el contrario tal medida tuvo vigencia hasta la terminación de la existencia jurídica de la empresa Telecom, esto es, el 31 de enero de 2006, lo cual, sin justificación alguno no tuvo en cuenta la Dra. OCAMPO MANZANO.

Finalmente el a quo consideró que frente a la falta imputada de vulnerar el deber previsto en el numeral 2 del artículo 153 de la Ley 270, esto es, el principio de eficiencia, era indudable que la conducta desarrollada por la inculpada estaba enmarcada concretamente en la vulneración de normas (art. 153.1, ibídem), por lo que era necesario abstraer tal imputación.

En cuanto a la sanción, se indicó que conforme a la calificación  que se hizo en el pliego de cargos, esta es, grave dolosa, lo procedente al tenor del numeral 2 del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, era imponer sanción de suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial, fijándose en 12 meses, teniendo en cuenta la trascendencia social de la falta y los contraproducentes efectos producidos para la administración de justicia
.

LOS FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

1.  El abogado defensor de la disciplinada en un extenso escrito, apeló la anterior decisión, reiterando los argumentos que expuso al alegar de conclusión, citando in extenso apartes del fallo recurrido, conceptos y teorías de varios autores sobre lo que se entiende por dolo, la falta disciplinaria, del ilícito disciplinario, la ilicitud sustancial, de la autonomía judicial, del requisito de inmediatez, del daño, de las causales de justificación; para finalmente solicitar al ad quem  absolviera a su prohijada de los cargos imputados, o en su defecto morigerar la sanción impuesta, pues en su sentir, la conducta desarrollada en el peor de los casos sería leve culposa y no grave dolosa, como se imputó.

Endilgó al a quo, haber omitió examinar el aspecto teleológico de su conducta, señaló el concepto finalista de la conducta observada por su poderdante, que no es otra cosa diferente a tener la convicción de estar actuando en estricto cumplimiento de sus deberes legales y constitucionales, con certeza absoluta de no poner en riesgo los intereses patrimoniales del Estado, ni mucho menos de concebir una ilicitud sustancial. 

Continuó su argumentación jurídica definiendo lo que es tipicidad, antijuridicidad y la culpabilidad, necesarios para demostrar que los reales propósitos del accionar de la disciplinada no estuvieron encaminados a una posible comisión de una conducta que acarree un reproche desde el punto de vista disciplinario, razón por la que se opuso a la calificación de la falta como grave dolosa. Ratificó que la doctora OCAMPO MANZANO tuvo la capacidad para comprender la conexión de los hechos bajo su revisión, pero lo cierto es que nunca tuvo la intención directa de querer apartarse de los postulados legales y constitucionales. 

Que dentro del material probatorio no existe prueba de la existencia de dolo, porque el dolo no se puede inferir, sino probar, es decir, no puede presumirse el actuar doloso por el hecho de que todo servidor público deba capacitarse y actualizarse en las áreas de su desempeño o por el nivel profesional del disciplinado o de su trayectoria, lo que debe es demostrarse que conocía y quería la ilicitud de su comportamiento, lo que no se encuentra demostrado.

Afirmó que el operador disciplinario enrostró una falta que no se encuentra en la codificación disciplinaria, puesto que más allá del conocimiento que debía tener la disciplinada frente a las normas que regulan la tutela y de las providencias de la Corte Constitucional, es un aspecto que no tiene sustento en nuestra codificación. Considera que su interpretación equivocada o no, jamás podrá concebirse como una falta que amerite una sanción disciplinaria, sólo constituye un punto de vista, el cual de encontrarse equivocado puede en su caso ser revisado por la autoridad competente.

Que la tesis planteada por la primera instancia en cuanto que la disciplinada vulneró el ordenamiento jurídico al apartarse de los derroteros constitucionales y legales como de la doctrina proferida por la Corte Constitucional, no es de recibo en materia disciplinaria, puesto que no se acepta la responsabilidad objetiva, es decir los resultados de la acción sin tener en cuenta los elementos subjetivos que se encuentran presentes en el derecho disciplinario. De acuerdo con ello la función disciplinaria no puede abarcar el campo funcional, es decir el que atañe a la autonomía en la interpretación del derecho según las competencias. En otras palabras, la actividad de proferir decisiones en ejercicio de administrar justicia no puede acarrear reproche disciplinario, por hacer parte de una función de interpretación  y aplicación del derecho. 

Por otra parte asegura que su defendida no pretermitió un estudio de la inmediatez y de la existencia de otros medios judiciales o del perjuicio irremediable, pues en su sentir la tutela era procedente para proteger los derechos deprecados por el tutelante, pues estaba demostrado el perjuicio irremediable por el tiempo  en que desaparecería el PAR y el requisito de inmediatez atendiendo los parámetros concebidos bajo el leal saber y entender de su defendida – buena fe exenta de culpa-.

Sobre el aspecto de la inmediatez dijo que por el hecho de que exista una vulneración  a un derecho fundamental se permite interponer en todo tiempo la acción de tutela, el principio de inmediatez no es aplicable frente a la vulneración efectiva y continua de los derechos fundamentales, porque si un derecho ha sido y sigue siendo vulnerado en el transcurso del tiempo, no puede alegar de ninguna manera el mero transcurso del tiempo por largo que este sea, para evitar administrar justicia y restablecer el derecho, esto sería absurdo, inconstitucional, por cuanto en la constitución prevalece el derecho material y sustancial frente al derecho formal y a las formalidades procesales. 

Razones por las cuales la línea jurisprudencial acogida por la Juez atendió máximos postulados de favorabilidad al trabajador, cuya interpretación errada o no, lo cierto es que no constituye falta disciplinaria que amerite una sanción ejemplar, por cuanto en la conciencia de su defendida jamás existió la más mínima intención de configurar la vulneración de las normas a que alude el fallo sancionatorio.

No existe prueba certera que sustente la ilicitud sustancial y en el plenario no se ha demostrado que se haya producido un daño cierto y antijurídico a un bien protegido que haya sido causado con ocasión de la conducta desplegada por su defendida, por lo que considera que no solo debía emitirse un juicio de valor por el juzgador de primera instancia, sino que debía probarse que efectivamente el presunto acto irregular causó un efectivo o potencial daño a un bien jurídico en este caso la función pública, solo si se encuentra probado habrá de emitirse el reproche pertinente. 

Solicitó revaluar la posición del fallador de primera instancia porque considera que aplicó una sanción muy fuerte frente a la ponderación de la gravedad con que se afectó el deber funcional que aduce el inferior jerárquico, como que fue producto de un tipo disciplinario de mera conducta que no requiere un resultado palpable sino el solo incumplimiento de un deber legal.

Por otro lado, el tema puesto a consideración de la Juez OCAMPO MANZANO, era una cuestión que no había sido unificada por la Corte Constitucional lo que pone de manifiesto la buena fe exenta de culpa con la que siempre actuó y cuya decisión fue ajustada a derecho, pues tuvo como criterio la jurisprudencia emitida por tribunales del país, conforme a una interpretación aparejada a principios lógicos y constitucionales
.

2. También la Dra. Emma Vernaza Niño, en calidad de Procuradora Judicial II en Materia Penal, apeló el fallo sancionatorio, deprecando se revoque y en su lugar se absuelva a la disciplinable de los cargos imputados, lo cual fundamentó en los mismos argumentos que presentó al momento de alegar de conclusión, recabando en aspectos como el principio de autonomía judicial, y que la funcionaria encartada no actuó en forma malintencionada, por el contrario, la decisión de tutelar los derechos fundamentales al accionante fue el producto de un estudio juicioso de la situación fáctica planteada
.

3.  Y la disciplinable, Dra. DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, también allegó memorial en el que insistió en que el fallo de tutela cuestionado, estuvo debidamente fundamentado en la normatividad legal, en el llamado retén social, que consagraba la protección laboral reforzada a los empleados de las entidades liquidadas y en reestructuración. Además, no existía ninguna sentencia judicial que determine que existe vía de hecho en un fallo de tutela que conlleve a la legitimación para la intervención de la jurisdicción disciplinaria, máxime que si una sentencia de tal índole es revocada, como ocurrió con la que se le reprocha, no significa la existencia de vía de hecho, sino simplemente el ejercicio del derecho de la entidad accionada de impugnar el fallo.

Insistió además, que en su caso en particular la acción sí fue presentada en tiempo, por cuanto se trataba de proteger derechos transgredidos en forma permanente, máxime que el reten social se prolonga en el tiempo hasta tanto el trabajador logra la pensión. De otra parte, la parte accionada estuvo representada por apoderado, y se le respectó el derecho de contradicción y defensa. Finalmente insistió en el tema del principio de autonomía judicial, que cobija las decisiones tomadas por los operadores judiciales
.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Competencia: 

La Sala es competente para conocer de la apelación interpuesta por la disciplinable contra el fallo emitido en primera instancia, según  los términos de los  artículos 115  y 171 de la Ley 734 de 2002.

Marco legal y conceptual: 

Establece el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por cuyo incumplimiento la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Cauca, sancionó a la doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, en su calidad de Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao – Cauca, que es deber de los funcionarios: “1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”. 

El anterior tipo disciplinario, es de aquellos llamados  abiertos o en blanco, es decir que es necesario concordarlos con el reglamento, la ley o la norma constitucional vulnerada por el funcionario investigado, en otras palabras, son aquellos que deben ser complementados con el precepto en donde se establezca lo mandado, lo permitido o lo prohibido.

En el sub lite, el tipo disciplinario endilgado fue debidamente complementado  en el auto por el cual se variaron los cargos, así, se afirmó que la encartada pudo haber transgredido el artículo 86 de la Constitución Nacional, en concordancia con su Decreto Reglamentario 2591 de 1991, arts., 6.1, y 8, referidos a la procedencia de la acción de tutela, precisándose fácticamente la manera en que se pudieron trasgredir tales preceptos legales y constitucionales, tal como se mencionó en esta providencia al momento en que se resumió el contenido del auto de cargos. No obstante lo anterior, y para dar mayor claridad a la presente providencia, nos referiremos puntualmente a cada situación fáctica y su adecuación típica, así:

En cuanto al artículo 86 de la Carta Política, de cara a lo que interesa a  estas diligencias, se precisa que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

Pero si bien, la normativa constitucional antes citada autoriza a toda persona a interponer la acción de tutela, a efectos de proteger de forma inmediata sus derechos constitucionales, la misma Carta, a reglón seguido señala una cortapisa para ejercerla, o mejor ciertos requisitos. Así, el mismo artículo 86 enseña que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”.

Lo anterior acompasado con el numeral 1 del artículo 6º del Decreto 2591, por el cual se reglamentó la acción de tutela, que dice: “La acción de tutela no procederá: 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable….” 
Y precisamente respecto del perjuicio irremediable, el artículo 8º del Decreto 2591 especificó: “Aún cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado.”

La apelación: 

En el sub lite, se reprochó a la doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, en su calidad de Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao – Cauca, para la época de los hechos, haber  dictado el día 5 de noviembre de 2009 un fallo de tutela, accediendo a las pretensiones del actor, con lo cual desconoció los preceptos antes señalados, en tanto, no se observó la improcedencia de la acción en razón de la existencia de otros mecanismos de defensa, no estar probado el perjuicio irremediable, y por no haber sido presentada en forma oportuna, es decir desconociéndose  el principio de inmediatez. 

Además se imputó a la funcionaria encartada, haber desconocido la clara y reiterativa jurisprudencia constitucional, referida a la improcedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de prestaciones de carácter económico, pues en la acción que originaron estas diligencias disciplinarias, se ordenó el reconocimiento y pago de salarios y prestaciones sociales, conllevando al desplazamiento del juez natural encargado de dirimir conflictos referidos a la seguridad social.

De acuerdo a lo anterior y en cuanto hace referencia a la formulación de cargos, a no dudarlo, se establece que fueron debidamente formulados, en la medida que el aspecto fáctico fue debidamente encuadrado dentro de la imputación jurídica, precisándose con claridad cada una de las normas presuntamente vulneradas por el investigado.

También en la sentencia, en plena congruencia con lo estipulado en al auto de variación de cargos se calificó la conducta desarrollada por la inculpada, como grave dolosa, dada la jerarquía de la servidora pública investigada, la naturaleza esencial del servicio de administrar justicia, su perturbación; y el conocimiento de los deberes que tenía, los cuales desconoció, luego, contrario a lo sostenido por el defensor de la funcionaria, en este caso el dolo sí quedó probado.

En efecto, en materia disciplinaria el dolo se avizora de la actitud o forma de proceder del funcionario, y se establece con la confrontación del hecho frente al deber vulnerado o la incursión en una prohibición, y claro está, ante la inexistencia de una confesión, con el estudio de los hechos indicadores que conllevan a la estructuración de un fuerte indicio, lo cual se hizo al momento de formular los cargos, pues con claridad y fundamento en el acervo probatorio el a quo llegó a la conclusión que la encartada actuó en forma dolosa.

Lo anterior, porque contando con no poca experiencia como Juez de la República, conocedora de las causales de improcedencia de la acción de tutela, y de la imposibilidad de acceder a prestaciones económicas, prefirió conducirse de manera contraria, al fallar la acción de amparo, reconociendo acreencias laborales, ordenando su pago, y el reintegro del accionante a una entidad en esos momentos inexistente por estar liquidada hacía casi cuatro años (31 de enero de 2006), desplazando de paso al juez ordinario que le competía negar o reconocer tales derechos y acreencias.

Tampoco es aceptable la argumentación de la defensa, referida a que la Jurisdicción Disciplinaria no tiene competencia para adelantar juicios éticos fundados en el reproche a providencias emitidas por los funcionarios, por estar amparadas en el principio de independencia y autonomía funcional.

Al respecto, es de observar que esta Sala, en forma reiterada ha reconocido que los funcionarios judiciales cuando administran justicia están amparados por los principios de independencia y autonomía funcional consagrados en los artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional. Tales axiomas de carácter superior garantizan a los Jueces de la República actuar sin consideración a indebidas injerencias provenientes de otros órganos del poder público e incluso de la propia Rama Judicial, en forma que sólo quedan sometidos al imperio de la Constitución y la ley, con lo cual se busca que sus decisiones sean producto de la aplicación libre e imparcial del ordenamiento jurídico y del análisis reflexivo de las pruebas con las cuales se soportan las mismas, tal como se precisó en la sentencia C-417 de 1993, en la que se dijo:

“Es necesario advertir, por otra parte, que la responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo funcional, esto es, el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según sus competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno” 

No obstante lo anterior, es del caso advertir que, como en reiteradas ocasiones se ha sostenido por esta Corporación, es factible la investigación disciplinaria de las actuaciones judiciales en donde el funcionario vulnera ostensiblemente el ordenamiento jurídico, incurriendo con ello en lo que doctrinariamente se ha dado en llamar vía de hecho, comportamiento que resulta contrario al deber de acatamiento a la Constitución, leyes y reglamentos que se impone a todos los operadores de justicia - artículo 153.1 Ley 270 de 1996-, pues si bien todas las actuaciones judiciales se hallan amparadas bajo el principio de autonomía funcional, los funcionarios responden disciplinariamente por aquellas actuaciones groseras y abiertamente contrarias al marco normativo que están llamados a cumplir.

Pensar lo contrario,  sería tanto como “establecer que esta Jurisdicción jamás podría investigar a un funcionario en razón de las providencias que dicta, cuando es precisamente a través de ellas que se manifiesta su actuar, y por eso, precisamente es necesaria su auscultación a fin de determinar si las mismas fueron proferidas teniéndose la competencia para ello, si se encuentras ajustadas a derecho, es decir si no se torció de manera grosera la normatividad legal o Constitucional, si se encuentran soportadas en pruebas, lo cual es necesario para verificar si el funcionario vulneró algún deber o prohibición conforme los artículos 153 y 154 de la Ley 270 de 1991.”
.
De la improcedencia de la acción de tutela – perjuicio irremediable - inmediatez.  Art. 86 C.N., art. 6.1 y 8 del Decreto 2591 de 1991.

Pues bien, considera la Sala, tal como lo hizo el a quo, que la Dra. DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, en calidad de Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao -Cauca, objetivamente incurrió en la prohibición prevista en el numeral 1 del artículo 153 la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, pues contrarió los preceptos legales y constitucionales referidos al trámite de la acción de tutela.

En efecto, si bien no se discute que una vez se radicó en su Despacho la acción de tutela que interpuso el señor José María Larrarte Sandoval, contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecom “PAR”, era su deber avocar su conocimiento, lo cierto es que en la providencia por la cual la resolvió, esto es, la sentencia de fecha 5 de noviembre de 2009, accedió a “TUTELAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES al MÍNIMO VITAL, el derecho a la IGUALDAD MATERIAL, y el derecho al TRABAJO, derecho a la ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA, DIGNIDAD, consagrados en los Art… ordenando al PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DE TELECOM – PAR, para que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes  al presente proveído, PROCEDA A INCLUIRLO EN NÓMINA COMO PREPENSIONADO EN EL RETEN SOCIAL, hasta que cumpla el tiempo necesario para adquirir el derecho de su PENSIÓN de JUBILACIÓN…”, En otras palabras, ordenó su reintegro.
E igualmente ordenó: “al representante legal del PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DE TELECOM PAR que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, procesa a pagar los Salarios, Prestaciones Sociales y convencionales además de los aportes a la Seguridad Social dejados de percibir por causa del despido del señor JOSÉ MARÍA LARRARTE SANDOVAL, a partir del primero (1º) de Febrero del año dos mil seis (2006), a la fecha.”, es decir, reconoció acreencias laborales, lo cual correspondía al Juez ordinario.

Desde el mismo advenimiento de la acción de tutela, que fue uno de los grandes aciertos de la actual Constitución Nacional (1991), en la medida  que a partir de allí se ha construido toda una jurisprudencia tendiente a salvaguardar los derechos fundamentales de los ciudadanos en general, sin distingo de razas, creencias, edad, sexo, etc., la Corte Constitucional ha dejado sentado en sus múltiples providencias, que la acción de amparo ÚNICAMENTE procede cuando el ciudadano no cuente con otros mecanismos  judiciales a fin de salvaguardar los derechos que afirma se le están conculcando, o cuando existiendo se esté ante un perjuicio irremediable que haga necesario la actuación inmediata del juez constitucional.

Y es que no puede ser de otra manera, pues la propia Constitución Nacional es la que en su artículo 86 establece: “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Precepto desarrollado en el Decreto Reglamentario 2591 de 1991, en sus artículos 6.1 y 8º, como líneas atrás se estableció en esta providencia.

En el caso que ahora ocupa nuestra atención, la doctora OCAMPO MANZANO, en consideración de esta Sala, flagrantemente y groseramente desconoció tal mandato constitucional y legal, en la medida de que al momento de emitir el fallo, no efectuó como era su deber, el test de procedibilidad de la acción, pues si lo hubiera hecho con un mediado cuidado, la única conclusión posible a la que habría llegado era la declaración de improcedencia de la acción.

En efecto, si bien es cierto el accionante indicó en su demanda que interponía la acción como un mecanismo transitorio, en realidad acudió a esta excepcional vía como mecanismo directo, pues no indicó que desde el momento de su desvinculación de TELECOM, esto es el 31 de enero de 2006, a cuando radicó la acción de amparo, 3 años y nueve meses después, hubiera acudido al Juez ordinario en la especialidad de la Seguridad Social, y pretendiera hacerlo, para demandar el restablecimiento de sus derechos, esto es, se declarara la existencia de un despido injusto y en consecuencia su reintegro y pago de acreencias laborales dejadas de percibir. Es más, tampoco allegó acto administrativo o documento alguno, por el cual su ex empleador o el PAR le hubieran negado petición de reintegro.  

Así, es claro que la demanda de tutela no resistía el test de procedibilidad que todo juez constitucional debe hacer previamente al adentramiento del estudio de fondo del tema propuesto, pues en el libelo presentado, después de haberse citado sucintamente la normatividad que presuntamente amparaba el derecho al denominado “retén social”, y de citar jurisprudencia sobre los supuestos derechos vulnerados, finalmente se invocó la protección de derechos fundamentales, se le reconociera como Prepensionado, y se ordenara el pago de todos los salarios y prestaciones dejadas de percibir desde el 1º de febrero de 2006, es decir, durante casi cuatro años.

Ahora bien, nótese que el demandado al momento de incoar la acción de tutela (21 de octubre de 2009), apenas contaba con aproximadamente 51 años de edad, pues según la fotocopia de su cédula de ciudadanía que aportó, nació el día 25 de noviembre de 1958, luego no podía considerarse como una persona de la tercera edad (más de 65 años), que no pudiera esperar el trámite de un proceso ordinario laboral, máxime si se tiene en cuenta que al momento de haber sido “despedido”, pues en realidad lo que sucedió fue que la empresa en la que laboraba dejó de existir legalmente, por lo cual incluso fue indemnizado, esto es, el 31 de enero de 2006, sólo contaba con 48 años.

Por lo demás, el Juez no puede suponer la existencia de un perjuicio irremediable, tal como la Corte Constitucional en sentencia T-436 de 2007, lo estipuló:

“… para que se configure un perjuicio irremediable es preciso establecer que se está en presencia de una amenaza inminente y grave, que requiera ser conjurada de manera urgente y en forma impostergable a través de la acción de tutela. En este contexto, se exige igualmente que el afectado aporte, siquiera sumariamente, un mínimo de elementos indicativos que le faciliten al juez constitucional determinar la ocurrencia del perjuicio irremediable y el estado de presunta indefensión, ya que el operador jurídico no está en condiciones de estructurar o imaginar las circunstancias en que se produce la amenaza del derecho cuya protección se solicita con urgencia.”

Y en el sub examine, el accionante en su escrito de tutela, respecto del perjuicio irremediable, solo indicó que acudía a este medio como mecanismo transitorio, indicando que la “administración de justicia se tornaría ineficaz” al dictarse un fallo tardío, cuando lo cierto es que, como antes se estableció,  al momento de interponer la acción hacía casi cuatro años se encontraba cesante, y debió desde el mismo momento en que quedó desvinculado haber acudido a las vías ordinarias o incluso a la acción de tutela en esa época, situación que por decirlo de alguna manera,  extraña o curiosamente no advirtió la Juez inculpada.

Por lo demás, si bien en el accionante afirmó que era un padre de familia y de escasos recursos, es claro que ella es una situación en la cual se encuentran miles de personas en todo el territorio nacional, sin que a la demanda hubiere aportado ninguna prueba que demostrara una situación de apremio, verbi gratia, estar adeudando arrendamientos, tener obligaciones con bancos, colegios, servicios públicos, etc.

Y sin embargo, la Juez encartada, contrariando la jurisprudencia constitucional que ha desarrollado en forma prolija el tema del perjuicio irremediable, lo supuso o lo dio por cierto, cuando como antes se estableció, ni siquiera fue alegado en forma clara ni se aportó prueba alguna al respecto por el accionante, y fuera de ello, concedió el amparo de forma definitiva, es decir no como amparo transitorio, tal como lo establece el artículo 8º del Decreto 2591 de 1991, que se le reprochó haber vulnerado en el auto de cargos; sin percatarse  además la disciplinable, que tampoco en la demanda de tutela se indicó que el actor hubiera atacado por la vía ordinaria la desvinculación de que fue objeto, y que por ello la acción se presentaba como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable,  y que al no estar probada dicha circunstancia, elementalmente la acción de tutela se hacía improcedente.

Fuera de ello, tal como se le reprochó en los cargos, si la desvinculación de la que fue objeto acaeció en enero 31 de 2006, teniendo en cuenta que la demanda de tutela fue presentada en octubre 21 de 2009, a no dudarlo también la disciplinable desconoció el concepto “inmediatez”, que de haberlo tenido en cuenta, hubiera llegado a la conclusión de que la tutela era a todas luces improcedente,  pues al ser radicada tres años y nueve meses después, estaba desvirtuada la necesidad de una protección inmediata, tal como lo prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional.

Claro está,  razón le asiste al impugnante cuando indica que la jurisprudencia constitucional enseña que frente a la vulneración de derechos fundamentales basados en obligaciones que se mantienen en el tiempo, es procedente la acción de tutela, sin embargo en el presente caso no ocurría lo mismo, pues nótese que no se trataba de la vulneración de un derecho adquirido, como cuando se intenta por la vía constitucional se ordene la indexación de una mesada pensional, en donde se parte de la existencia del reconocimiento de la pensión, pues en el sub lite, ningún derecho legal o extralegal se había reconocido al accionante, y quien debía hacerlo era el juez ordinario.
Por lo demás, es necesario precisar que no le asiste razón a los censores cuando afirman que a esta Jurisdicción le está vedado hacer el análisis respecto de la improcedencia de la acción de tutela que tramitó, o de los argumentos en que se fundó la disciplinable para conceder el amparo, por cuanto se estaría tratando de convertir en una instancia superior

No, de ninguna manera esta Sala quiere atribuirse funciones que no le ha dado la Constitución ni la ley, lo que pasa es que aquí de lo que se trata es del juicio de reproche a la conducta desarrollada por la Juez OCAMPO MANZANO, y para auscultarla desde el punto de vista disciplinario es necesario hacer un análisis jurídico pertinente a la providencia que se le cuestiona, y de cara a la normatividad y jurisprudencia del caso. 

Se reitera, aquí lo que se investiga y cuestiona es la conducta desarrollada por la funcionaria inculpada, y en virtud de la función disciplinaria otorgada por la Constitución y la ley a esta Jurisdicción, permite que se puedan hacer análisis a sus providencias, sin que ello implique que en caso de establecerse que fueron dictadas contrariando la ley o la jurisprudencia, como en este caso, pueda esta Sala dejarlas sin efecto, pues de hacerse así, sí se estaría usurpando funciones del juez natural.

De tal manera, que el hecho que el fallo de tutela que se le cuestiona a la disciplinada, fuera revocado en segunda instancia, o así hubiera sido confirmado, no significa que no pueda ser objeto de reproche desde el punto de vista disciplinario, pues es una competencia Constitucional y Legal conferida a esta Jurisdicción.

Desconocimiento de jurisprudencia relativa al no reconocimiento de prestaciones de carácter económico.

La Corte Constitucional en forma pacífica en no pocas oportunidades ha establecido la improcedencia de la acción de tutela para efectos de lograr el reconocimiento de prestaciones sociales, ello en la medida que al Juez de tutela no le corresponde señalar el contenido de las decisiones que deban tomar las autoridades públicas en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, como la de reconocer una pensión, ordenar su pago, reconocer salarios y prestaciones sociales, etc., pues fuera de carecer de competencia para ello, no cuenta con los elementos de juicio indispensables para resolver sobre los derechos por cuyo reconocimiento y efectividad se propende. De tal manera que los fallos dictados por vía de tutela, no pueden hacer declaraciones en los cuales se disputan derechos litigiosos,  máxime cuando se predican ser de carácter legal o convencional.

Ahora bien, la Corte Constitucional, también ha dicho que la tutela es procedente excepcionalmente para reconocer pensiones, así, por ejemplo en sentencia T-606 de 2005, precisó: 

“Sin embargo, la Corte ha admitido la procedencia excepcional del amparo cuando se acredita la amenaza de un perjuicio irremediable o la falta de idoneidad de los mecanismos ordinarios de defensa para garantizar otros derechos fundamentales que se encuentren involucrados, tales como el mínimo vital, la salud, la igualdad y la protección especial que se debe a los grupos en estado de debilidad manifiesta, como la tercera edad o los discapacitados.
”
Luego, podría tener razón el apoderado de la disciplinable cuando afirmó que su decisión tomada por su prohijada se fundó también en jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha estimado la procedencia excepcional de tutelas, y que por ello no puede ser objeto de reproche disciplinario el que haya reconocido y ordenar el pago de acreencias laborales.

Sin embargo, nótese que en forma categórica la Corte Constitucional ha dicho que sólo en forma excepcional se puede conceder pensiones, PERO COMO MECANISMO TRANSITORIO y ante siempre y cuando esté ACREDITADO LA EXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.

En el sub lite, como se estableció al momento de analizar la procedencia de la acción de tutela, el accionante no alegó ni demostró la existencia de un perjuicio irremediable SURGIDO sólo casi 4 años después de haber sido desvinculado de la empresa, lo cual acaeció por haber sido liquidada, lo cual se reitera desvirtúa en forma llana el concepto de perjuicio irremediable, el cual está dado por la inminencia, tal como lo prevé el art. 86 de la Constitución Política.

En fin, lo que se observa es que la doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, tal como se le reprochó en los cargos, sí desconoció la jurisprudencia constitucional relativa a la procedencia de las acciones de tutela, tales como el deber de auscultar si el accionante cuenta con otros mecanismos judiciales, que existiendo no sean eficaces, que se esté frente a un perjuicio irremediable, y que haya sido presentada en forma oportuna, y fuera de ello, reconoció acreencias laborales en forma directa, es decir, no concedió el amparo como un mecanismo transitorio.

De la sanción.

Aunque este tópico fue objeto de censura, deprecándose se morigerara la sanción impuesta de suspensión en el ejercicio del cargo por el término de doce meses, considera la Sala que la misma debe confirmarse en la medida de que no es aceptable que una Juez, con la experiencia con que cuenta la encartada, desconozca abiertamente la normatividad Constitucional y legal, ni la abundante jurisprudencia constitucional sobre su procedencia, en aspectos tales como la inmediatez, la existencia de otros mecanismos, el perjuicio irremediable y el mecanismo transitorio, tal como se dejó sentado claramente en esta providencia; arrogándose además facultades del juez ordinario encargado del reconocimiento de acreencias laborales, y de paso ordenando el pago de ingentes sumas de dinero en detrimento de entidades del Estado. Por lo demás, la misma está acompasada con las previstas para las conductas calificadas como graves dolosas, calificación que esta Sala comparte plenamente, tal como se estableció líneas atrás. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia apelada de fecha 13 de enero de 2012 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Cauca, a través de la cual impuso sanción de suspensión por el lapso de doce (12) meses en el ejercicio del cargo, e inhabilidad especial por el mismo término, a la doctora DIVA STELLA OCAMPO MANZANO, en su calidad de Juez Segunda Civil Municipal de Santander de Quilichao - Cauca, por transgredir el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 86 de la Constitución Política y 6.1 y 8 del Decreto 2591 de 1991.
SEGUNDO: REMITIR copia del presente fallo a la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con constancia de su ejecutoria,  para efectos de su anotación.

TERCERO: DEVOLVER el expediente a su lugar de origen, previas las anotaciones de rigor
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

      ANGELINO LIZCANO RIVERA              JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

                           Presidente                                                 Vicepresidente

   JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ               MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

                          Magistrada                                                       Magistrada

  PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO        HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

                          Magistrado                                                     Magistrado

         LEONIDAS BELLO ARÉVALO

           Secretario Judicial Ad hoc

� Conformaron la Sala los Magistrados JAVIER ANDRADE GONZÁLEZ (Ponente) y ROSA MARLENY MARTÍNEZ BOTERO.


� Fls. 32 a 36, c. o. 2


� Fls. 141 a 144, c. o. 2


� Fls. 147 a 180, c. o. 2.


� Fls. 72 a 89, c. o. 3.


� A folio 182, c. o. 2 obra  acta de notificación personal del auto primigenio de cargos,  y la variación fue notificada a su apoderado según acta visible a  folio 92  del c.o.3.


� Fls. 143, y 150, c. o. 3.


� Fls. 165 a 286, c o.


� Fls.  287 a 295, c. o. 3. 


� M.P. Dr. Pedro Alonso Sanabria Buitrago. En la citada sentencia se confirmó fallo sancionatorio en contra un juez que concedió acreencias laborales por vía de tutela, sin respetarse principios que hacen improcedente el amparo constitucional, entre otros el de inmediatez y la existencia de otros mecanismos, sin estar probado el perjuicio irremediable.


� Fls. 299 a 341, c. o. 4.


� Fls. 355 a 463,  c. o. 4


� Fls. 342 a 351, c. o. 4.


� Fls. 491 a 498, c. o. 4.


� Sentencia 2007-00429 dictada por esta Sala el día 9 de febrero de 2011, M.P. Dr. Pedro Alonso Sanabria Buitrago, la cual, incluso fue citada en el fallo apelado.


� Ver al respecto las sentencias T-829 de 1999, T-1083 de 2001, T-205 de 2002, T-081 de 2003, T-1229 de 2003, T-401 de 2004, T-043 de 2005, entre otras.
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